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Resumen

En esta sesión se analizaron cuestiones que empezaban a plantearse entre los organismos gubernamentales de reglamentación, las organizaciones de la sociedad civil y los expertos comerciales y financieros en relación con las normas de la OMC sobre los servicios financieros y la tendencia mundial al fortalecimiento de la reglamentación del sector financiero.

1.
Exposiciones de los panelistas

a)
Sra. Lori Wallach, Directora, Observatorio del Comercio Mundial de Public Citizen

Los funcionarios de los gobiernos y los expertos comerciales y financieros se preguntan con creciente frecuencia si las normas establecidas por el Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (AGCS) y los compromisos sobre los servicios financieros negociados en el decenio de 1990 suponen un obstáculo a los esfuerzos que se despliegan después de la crisis por fortalecer la reglamentación, tanto en el plano nacional como el internacional.

Más de 100 países han contraído compromisos en materia de servicios financieros de conformidad con el AGCS, entre ellos 40 países en desarrollo con compromisos en el modo 3, 26 con compromisos ilimitados y 22 con compromisos importantes en el modo 1.  Los países que no consignaron excepciones en su Lista (y que, ahora, después de la crisis financiera, pretenden establecer una nueva reglamentación en los sectores sujetos a compromisos recurriendo para ello a mecanismos que están prohibidos por las normas del AGCS) podrían enfrentarse a una impugnación en la OMC, optar por no establecer un instrumento reglamentario necesario para evitar la amenaza de una impugnación, o verse obligados, para modificar sus compromisos, a negociar condiciones de indemnización con los Estados Miembros afectados, lo que puede resultar inviable, en especial para los países en desarrollo.

Se plantearon cuatro preocupaciones principales.

La primera fue que las normas del AGCS sobre acceso a los mercados (párrafo 2) del artículo XVI), en virtud de las cuales los países contrajeron compromisos de liberalización, prohíben el mantenimiento o establecimiento de tipos específicos de reglamentaciones no discriminatorias en los sectores sujetos a compromisos.  La resolución del Órgano de Apelación en el recurso de Antigua contra la prohibición por los Estados de los juegos de azar por Internet determinó que una prohibición es un "contingente nulo" prohibido por el párrafo 2) del artículo XVI.  Eso constituye una amenaza para las prohibiciones por los países de prácticas o instrumentos financieros arriesgados en un sector en el que hayan contraído compromisos.  Las disposiciones que prohíben limitar el tamaño o la forma de la entidad jurídica son ambiguas y han llevado a algunos países a consignar en sus Listas limitaciones relativas al derecho de abordar la reglamentación específica de una empresa o de utilizar sistemas de protección del riesgo intersectorial.  Sin embargo, muchos otros países no consignaron esas limitaciones y pueden ver restringida en el marco del AGCS su capacidad para solucionar el problema de los bancos que son demasiado grandes para quebrar.

En segundo lugar, las normas del AGCS que prohíben la imposición de límites a las corrientes de capital y de cuenta corriente podrían menoscabar la aplicación por los países en desarrollo de medidas macrocautelares, como los controles de capital.  A eso se añade, como señala un documento interno de la Comisión Europea, la compatibilidad con el AGCS de los impuestos sobre las transacciones financieras.  Una nota del párrafo 2) del artículo XVI del AGCS exige a los países que hayan contraído compromisos en el modo 1 que permitan la entrada y salida sin restricciones de corrientes de capital, y que los países con compromisos en el modo 3 permitan la entrada sin restricciones de esas corrientes.  El artículo XI del AGCS, "Pagos y transferencias", exige que los países permitan las corrientes de capital en los sectores en que hayan contraído compromisos.  Esas normas se aplican a todos los sectores en que se hayan contraído compromisos en el marco del AGCS y no se pueden consignar excepciones.  Plantean riesgos singulares cuando se aplican a los servicios financieros, en los que las corrientes de capital no están meramente relacionadas con el suministro de un servicio, sino que también consisten en movimientos de capital de gran envergadura, que pueden ser desestabilizadores.  El artículo XII del AGCS prevé una excepción limitada en el caso de las restricciones de corta duración de los movimientos de capital, con aprobación del FMI, en situaciones de emergencia de la balanza de pagos.  Ahora bien, esta excepción no prevé la aplicación de restricciones permanentes a las corrientes de entrada como medida profiláctica contra las crisis.  El FMI se ha pronunciado a favor del uso creciente de esos mecanismos por los países para evitar las corrientes de capital desestabilizadoras.  Pero para los países que se comprometieron a liberalizar los sectores financieros en el marco del AGCS, el uso de esos mecanismos puede plantear ciertos problemas.

En tercer lugar, en virtud del artículo VI, "Reglamentación nacional", las políticas no discriminatorias sobre títulos técnicos, licencias, permisos y otras habitualmente aplicadas pueden ser objeto de revisión e impugnación.  La Sra. Wallach se preguntó por qué seguiría el Grupo de Trabajo sobre la Reglamentación Nacional tratando de establecer disciplinas que restringieran aún más la reglamentación nacional del sector financiero, especialmente en la era posterior a la crisis.

La cuarta preocupación guarda relación con el apartado a) del artículo 2 del Anexo sobre Servicios Financieros del AGCS.  La primera oración prevé una excepción para una serie de medidas cautelares, pero la segunda oración dice que un país no puede utilizar esas medidas para eludir sus compromisos contraídos en el marco del AGCS.  Algunos sostienen que esta excepción se anula a sí misma, y todos están de acuerdo en que es ambigua.  Numerosas autoridades en la materia, entre ellos algunos ponentes de la OMC, se han referido a la necesidad de una aclaración.  Esta disposición no es una excepción que prohíba impugnar las políticas financieras cautelares de los países.  Un examen del historial de las negociaciones sobre el AGCS pone de manifiesto que un bloque de países asiáticos propusieron una auténtica excepción cautelar, pero fue rechazada.  Se propusieron cinco disposiciones sobre excepciones, y al final se adoptó la versión más floja.

Hasta la fecha, los debates preliminares celebrados a petición de los Miembros han pasado revista a las repercusiones comerciales de las medidas adoptadas después de la crisis.  Es fundamental que el siguiente paso consista en un examen de las normas de la OMC en lo relativo a su compatibilidad con las propuestas de reglamentación que se están estudiando ahora en otros foros mundiales, así como la necesidad en general de que los Miembros tengan margen de política para poder reglamentar a favor de una mayor estabilidad.  Durante la era anterior, en la que se favorecía la desreglamentación financiera, no se planteaban impugnaciones de la normativa financiera en la OMC.  Sin embargo, ahora que los países están empezando a reglamentar de nuevo, surgen conflictos, al cuestionar algunos Miembros la compatibilidad de la nueva reglamentación financiera de otros Miembros con sus compromisos en el marco del AGCS.

b)
Sr. Andrés Arauz, Director General Bancario, Banco Central del Ecuador

El Sr. Arauz observó que el análisis jurídico del AGCS y sus anexos debe abarcar el contexto histórico del sistema financiero internacional y la coyuntura actual en la que nos encontramos desde la crisis financiera mundial, habida cuenta de que el G-20, la Comisión de Expertos de las Naciones Unidas y otros están proponiendo reformas del sistema financiero internacional.

El motivo de que el Ecuador, junto con otros países, haya hecho hincapié en la necesidad de replantearse las normas de la OMC a raíz de la crisis es que está empezando a formarse un consenso de que la crisis financiera se debió en gran parte a la desreglamentación financiera.  El Banco de Pagos Internacionales informó de que la teoría tradicional no bastaba para entender lo que estaba ocurriendo durante la crisis financiera;  no se entendía bien la cuestión del riesgo sistémico.  En el contexto de vacío reglamentario, la asunción de riesgos excesivos antes de la crisis creó un sistema bancario ficticio, en el que las empresas establecieron filiales extraterritoriales, aprovechándose de los compromisos de los países en el modo 1 para dedicarse al "arbitraje reglamentario".  El G-20 pide ahora que se reglamenten los centros financieros extraterritoriales, pero prohibir a los bancos que establezcan filiales en esos refugios fiscales podría contradecir los compromisos de algunos países en el marco del AGCS.

El BPI también señaló la "innovación" financiera como factor que contribuyó a la crisis.  En el decenio de 1990, cuando los países contrajeron compromisos sobre los servicios financieros en el marco del AGCS, los gobiernos no podían haber previsto esas "innovaciones".  El valor contable de los productos derivados, las permutas financieras de tipo de interés, etc., es 10 veces mayor que el de la economía real, lo que puede crear burbujas e inestabilidad.  Sería prudente reglamentar los mercados de derivados sin preocuparse por los conflictos con las disposiciones del AGCS.

El Ecuador y otros países propusieron un diálogo sobre las medidas adoptadas después de la crisis financiera por los países desarrollados y las asimetrías presentes entre los países desarrollados y los países en desarrollo, relacionadas con la transparencia, el espacio fiscal y los privilegios con respecto a la emisión de monedas de reserva.

El Director General, Sr. Lamy, ha apoyado con toda razón la necesidad de reglamentar más y mejor.  Para que esta nueva reglamentación dé frutos, hay que mejorar considerablemente la comunicación y coordinación entre los organismos de reglamentación y los negociadores comerciales.  Las crisis pueden evitarse con una reglamentación adecuada, y evitar las crisis ayuda a evitar las medidas que distorsionan el comercio.  Por consiguiente, el Sr. Arauz sugirió que la OMC vigilase las repercusiones de la crisis y las medidas adoptadas y garantizase el margen de actuación necesario para la reglamentación.

c)
Sra. Sanya Reid Smith, Investigadora Superior, Red del Tercer Mundo

La Sra. Smith puso en conocimiento del foro los resultados de un estudio sobre la utilización con éxito de técnicas de gestión de capitales en el contexto asiático;  se trata de un estudio de la Red del Tercer Mundo dirigido por un antiguo economista jefe de la UNCTAD, en colaboración con eminentes economistas de cada país.

Las técnicas de gestión de capitales son importantes porque las grandes corrientes de capital facilitan la propagación de la crisis a los países en desarrollo.  Desde la crisis, ha ido surgiendo el consenso de que debería disponerse de técnicas de gestión de capitales como instrumentos que ayudaran a los países en desarrollo a evitar crisis incipientes y a sacarles de ellas cuando se produjeran.

La Sra. Smith expuso con algunos pormenores cómo China, Malasia y Tailandia han aplicado con buenos resultados los controles de capital, según demostró el estudio.  En cambio, la liberalización poco meditada de las cuentas de capital en la República de Corea dio lugar a graves perjuicios derivados de la crisis financiera asiática.  Tras la reciente crisis, la República de Corea ha recurrido a los controles del capital, lo que ha contribuido a estabilizar la economía del país.  Algunos observadores han señalado que la República de Corea no habría podido aplicar esos controles si hubieran estado en vigor a la sazón los acuerdos de libre comercio negociados por el país con los Estados Unidos y la UE.

d)
Sr. Etienne Vlok, Director del Instituto Sudafricano de Investigaciones Laborales (SALRI);  Secretario Sindical del comité sectorial técnico de enlace (Teselico) del Congreso de Sindicatos Sudafricanos (COSATU)

La ausencia de reglamentación de la actividad especuladora y el auge de los instrumentos financieros "innovadores" intensificaban la volatilidad del sistema financiero, profundizando la desigualdad y conduciendo a crisis financieras y desempleo.  El Sr. Vlok expuso la preocupación de los sindicalistas por el hecho de que las actuales normas "comerciales" no facilitan el margen nacional de políticas necesario para la revisión de las reglamentaciones en función de los contextos específicos a que se enfrenta cada país.  Las medidas adoptadas por Sudáfrica para proteger a los consumidores de las prácticas crediticias temerarias y sus enérgicas medidas para reducir posibles riesgos en el sector financiero se pudieron poner en práctica en la Ronda Uruguay porque el país contrajo unos compromisos limitados en el sector financiero.  No obstante, los trabajadores temen que gran parte de ese margen de maniobra resulte mermado si las ofertas de Sudáfrica en la Ronda de Doha pasaran a ser nuevos compromisos vinculantes en el marco de la OMC.

El Sr. Vlok puso de relieve la oferta de Sudáfrica en la Ronda de Doha sobre los productos derivados, presentada en 2006, antes de que la crisis demostrara los peligros de un mercado de derivados sin reglamentar.  La utilización de instrumentos financieros de carácter especulador que afectaban a productos alimenticios básicos contribuyó a un aumento impresionante de los precios de los alimentos en Sudáfrica, donde la inflación de esos precios alcanzó el 20 por ciento en 2008.  Eso ha tenido efectos devastadores en las familias más pobres, que gastan la tercera parte de sus ingresos en alimentarse.  Los encargados de formular políticas, las organizaciones cívicas, los sindicatos y otros grupos de la sociedad civil han instado a una mayor reglamentación de los productos derivados relacionados con los productos alimenticios básicos e incluso a la prohibición de algunos instrumentos de riesgo.  El Sr. Vlok advirtió que la oferta sudafricana que se había puesto sobre la mesa en la Ronda de Doha mermaría la capacidad del país de aplicar las diferentes opciones de política necesarias para contrarrestar el comercio perjudicial de productos derivados.

Para terminar, el Sr. Vlok señaló que a los países se les dice que no se preocupen de posibles impugnaciones en la OMC porque hasta ahora no se ha presentado ninguna en esa esfera.  No obstante, indicó que las limitaciones normativas que impone el AGCS podrían tener efectos perjudiciales y paralizantes, aunque no se recurra al proceso formal de solución de diferencias.  Cuando Walmart trató de comprar una empresa minorista sudafricana, los trabajadores y el Gobierno intentaron supeditar la entrada de Walmart en Sudáfrica a unas condiciones de compra de productos nacionales que promovieran al sector manufacturero nacional.  Durante las audiencias, los abogados de Walmart advirtieron de que esas condiciones podían ser incompatibles con los compromisos asumidos por Sudáfrica en relación con el comercio minorista en el marco del AGCS.  Por lo tanto, la fusión se aprobó sin las condiciones de contratación nacional, y no cabe duda de que la amenaza de una posible impugnación en virtud del AGCS fue un factor que contribuyó a congelar la política a favor del desarrollo y de la creación de puestos de trabajo.

2.
Preguntas

Un representante de la Misión Permanente del Pakistán ante la OMC preguntó lo siguiente:  dado que la asunción de riesgos de las instituciones de servicios financieros y el nivel de reglamentación son inversamente proporcionales, ¿opinaban los ponentes que la reglamentación era una buena idea?

Un representante del Parlamento de Kenya preguntó dónde estaba la intersección entre la OMC y otras instituciones como el FMI, el Banco Mundial, el BIP y Basilea en lo referente al sistema financiero internacional.
El Sr. Alfredo Calacgno, de la UNCTAD, dijo que su organización había mencionado en el Informe sobre el comercio y el desarrollo de 2011 la necesidad de los controles de capital y de la revisión de la reglamentación del sistema financiero, y estaba de acuerdo con el análisis de que podían existir contradicciones entre el AGCS y los tratados bilaterales de inversión y la necesidad de imponer nuevos reglamentos.  Pidió a los ponentes que expresaran su opinión al respecto.

3.
Conclusiones

En sus observaciones finales, la Sra. Wallach dijo que las normas de la OMC afectan evidentemente a la reglamentación del sector financiero y son un reflejo del período anterior de desreglamentación, en que se elaboraron las normas y se contrajeron los compromisos vigentes.  Las normas de la OMC se mantienen estáticas, pero otras instituciones, como el FMI, están aprovechando las lecciones de la reciente crisis.  El quid de la cuestión es saber de qué forma puede la OMC fomentar el programa mundial de establecimiento de nuevas reglamentaciones garantizando que sus normas ancladas en el decenio de 1990 no sean un impedimento.
El Sr. Arauz dijo que si la asunción de riesgos pone en peligro a todo el sistema financiero, es evidente que se necesitan medidas reglamentarias enérgicas que disuadan de ese comportamiento.  Los organismos encargados de la reglamentación en cada país deben sopesar ese equilibrio y ver en qué medida ese riesgo contribuye al riesgo sistémico.

Como resumen, el Sr. Vlok dijo que era importante añadir que, en las negociaciones sobre la reglamentación nacional, las limitaciones podían agravarse mucho.


